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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 29 de abril de 2021. 

 

 Comparece la señora Fabiana Pérez Robles, (la apelante), a través de 

recurso de apelación, solicitando que revoquemos una Sentencia Parcial 

emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Región Judicial de San Juan, 

(TPI), el 17 de septiembre de 2020. Mediante su dictamen el foro primario 

hizo dos determinaciones sobre una moción de sentencia sumaria 

presentada por United Surety and Indemnity Company, (la Aseguradora o 

apelada); (1) emitió Sentencia Parcial declarando Ha Lugar la petición de 

sentencia sumaria, pero solo en cuanto a la reclamación por daños 

alegadamente ocurridos el 8 de octubre de 2017, concluyendo que estaba 

prescrita, (2) y la declaró No Ha Lugar respecto a las demás causas 

incluidas en la demanda, que aluden a la fecha en que pasó por Puerto Rico 

el huracán María. 

 
1 Mediante Orden Administrativa TA-2021-022 se designó a la Hon. Noheliz Reyes Berríos 

como integrante de Panel debido a que el Hon. Carlos L. Vizcarrondo Irizarry se acogió a la 

jubilación el 31 de enero de 2021. 
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 La apelante nos solicita que revoquemos la Sentencia Parcial que 

dispuso de la causa de acción referente a los sucesos del 8 de octubre de 

2017. Juzga esta parte que el TPI debió permitir una enmienda a la 

demanda para incluir tal asunto dentro de sus alegaciones. Por su parte, la 

Aseguradora se opone pues, sostiene, la apelante no presentó una solicitud 

de enmienda a las alegaciones ante el foro primario, y porque la razón para 

la desestimación fue por prescripción, asunto que la apelante no discutió.  

I. Breve tracto procesal  

El 20 de febrero de 2018 la parte apelante presentó demanda contra 

la Aseguradora esgrimiendo, en lo pertinente, lo siguiente:  que su propiedad 

residencial, (según descrita en la primera alegación), sufrió daños 

significativos por las inundaciones causadas por el paso del huracán María 

por Puerto Rico el 20 de septiembre de 2017; que contaba con una póliza 

de seguro de propiedad, expedida por la Aseguradora, que cubría tales 

daños y estaba vigente al momento de la ocurrencia; la Aseguradora, 

actuando de mala fe, denegó cubierta por causa de la inundación, y esto le 

ha causado daños; la Aseguradora incumplió con su obligación contractual 

y violentó varias disposiciones del Código de Seguro alusivas a las prácticas 

desleales. 

La Aseguradora presentó contestación a la demanda, negando y 

aceptando algunas de las alegaciones, además esgrimiendo defensas 

afirmativas. En lo importante, admitió que había expedido una póliza a favor 

de la apelante y que esta estaba vigente al momento del paso del huracán 

María por la Isla. No obstante, en sus defensas afirmativas afirmó que los 

daños alegados no estaban cubiertos por la póliza. 

Superados varios asuntos procesales, y celebrada la Conferencia con 

Antelación al Juicio, la Aseguradora presentó la moción de sentencia 

sumaria aludida en la introducción. Identificó cinco hechos que calificó 

como esenciales y pertinentes, sobre los cuales, adujo, no existía 
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controversia. En lo pertinente, reproducimos los identificados con los 

números 3, 6 y 7: 

1. … 
2. … 
 
3. A raíz del Huracán María, la demandante presentó una 
reclamación ante USIC por los daños sostenidos en la residencia 
descrita. 
 
4. … 
5. … 
 
6. Que USIC le envió a la demandante carta fechada 13 de febrero de 
2018 denegando la reclamación por falta de cubierta aduciendo que 
no había evidencia de que hubiera ocurrido un evento de inundación 

según se define en la póliza. 
  
7. El 16 de enero de 2018, la demandante suscribió un documento 
titulado “Solicitud de Reclamación”, en el que expresó lo siguiente: 
“A raíz del paso del Huracán “María”, el sector donde residimos 
se inundó, provocando que las tuberías sanitarias se taparan.” 
“Esto debido a que el terreno socavó las tuberías.” Luego añadió 
en el mismo documento: “Posterior al huracán, 8 de octubre de 
2017, ocurrió una segunda inundación donde el río Puerto Nuevo 
se salió de su cauce afectando nuevamente las tuberías.” Exhibit 
C; Véase, además Deposición de demandante en cuanto al Huracán 
María, páginas 31, L.4-14; 32, L.11-25; 33; 34, L.1-15 (Exhibit D); 
Deposición de demandante en cuanto al evento del 8 de octubre de 
2017, páginas 41, L.18-25; 42, [L].22-25; 43, 46, L.20-25; 47, L.1-19; 
48, L.17-25 (Exhibit E).  

 

(Énfasis en original).2  
 

Luego de la Aseguradora argumentar sobre las razones por las cuales 

juzgaba que la póliza no cubría los daños alegados por la apelante, 

(causados por las inundaciones), entonces aseveró que el segundo evento 

identificado en los hechos incontrovertidos número 7, (ocurrido el 8 de 

octubre), no había sido incluido en ninguna de las alegaciones de la 

demanda presentada, pues en estas solo se hizo referencia a los eventos por 

causa del paso del huracán María, y tampoco se enmendó la demanda para 

incorporarlo. Por tanto, habiendo transcurrido más de dos años desde el 

evento acontecido el 8 de octubre de 2017, esta causa de acción se 

encontraba prescrita. 

En respuesta, la apelante presentó escrito en oposición a moción de 

sentencia sumaria.  Con relación a los hechos materiales presentados en la 

 
2 Ap. XI del escrito de apelación, págs. 51-52.  
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moción de sentencia sumaria de la Aseguradora, indicó que no existía 

controversia sobre los mismos. A renglón seguido, identificó en su escrito 

unos hechos materiales adicionales sobre los cuales no existe controversia 

sustancial en apoyo a la oposición a que se dicte sentencia sumaria, en todos 

los cuales se relacionó los daños a la propiedad con las inundaciones 

por el paso del huracán María, sin hacerse mención aquí del alegado 

evento acontecido el 8 de octubre de 2017. Donde único se hizo alusión al 

argumento esgrimido en la moción de sentencia sumaria sobre la 

prescripción del incidente del 8 de octubre de 2017 fue bajo el acápite 

con el número romano II, inciso (b), bajo los siguientes términos:  

[s]obre el segundo argumento de la Parte Demandada que el segundo 
incidente el 8 de octubre 2017 no fue incluido en la demanda, el 
mismo no tiene mérito porque la demanda pide por todos los daños a 
la propiedad y el estimado incluye todos los daños. La Parte 
Demandante también le notifico (sic) inmediatamente a la Parte 
Demandada del incidente así que no es sorpresa para la Parte 
Demandada en esta litigación. La Parte Demandada también hizo 
todas las preguntas sobre este segundo incidente durante la 
deposición a la Parte Demandante y, con el permiso de la corte, se 
puede enmendar la demanda para incluir los daños causados por el 
8 de octubre de 2017. 

 

Así las cosas, el tribunal a quo emitió la Sentencia Parcial y Orden 

cuya revocación nos solicita la apelante. Como advertimos en la 

introducción, mediante su dictamen el foro primario declaró, por una parte, 

no ha lugar la solicitud de la desestimación de la causa que origina en los 

alegados daños causados a la propiedad de la apelante por el paso del 

huracán María, pero desestimó la causa atinente al evento alegado del 

8 de octubre de 2017, por cuanto no fue parte de las alegaciones de la 

demanda, tampoco surgía que estuviera relacionado al paso del 

huracán María, y había transcurrido el término de un año para instar 

acción sobre ello.  

Inconforme con la parte de la Sentencia Parcial emitida donde se 

desestimó la causa de acción del evento del 8 de octubre de 2017, la 

apelante presentó moción de reconsideración, que fue denegada por el TPI.  
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Es así que la apelante acude ante nosotros, levantando el siguiente 

señalamiento de error: 

Erró el Tribunal de Primera Instancia al desestimar con perjuicio la 
reclamación relativa a los daños ocurridos el 8 de octubre de 2017 y 
no permitir la enmienda a la demanda ausente perjuicio a la 
demandada; no ocasionando demora alguna al trámite del caso, 
frustrando así la justicia sustancial y privando a la parte asegurada 
de lograr la compensación que le corresponde conforme a la póliza, el 
Código de Seguros y su Reglamento. 
 

La Aseguradora acudió ante nosotros de manera oportuna, a través 

de escrito en oposición a petición de apelación. Contando con la 

comparecencia de las partes, estamos listos para resolver.        

II. Exposición de Derecho 

A. Sentencia Sumaria 

El propósito de las Reglas de Procedimiento Civil es proveer a las 

partes que acuden a un tribunal una “solución justa, rápida y económica 

de todo procedimiento”. 32 LPRA Ap. V, R.1; González Santiago v. Baxter 

Healthcare, 202 DPR 281 (2019); Roldan Flores v. M. Cuebas, 199 DPR 664, 

676 (2018); Rodríguez Méndez v. Laser Eye, 195 DPR 769, 785 (2016), 

Oriental Bank v. Perapi, 192 DPR 7, 25 (2014). La sentencia sumaria hace 

viable este objetivo al ser un mecanismo procesal que le permite al tribunal 

dictar sentencia sobre la totalidad de una reclamación, o cualquier 

controversia comprendida en ésta, sin la necesidad de celebrar una vista 

evidenciaria. J. A. Echevarría Vargas, Procedimiento Civil Puertorriqueño, 1era 

ed., Colombia, 2012, pág. 218. Procede dictar sentencia sumaria si “las 

alegaciones, deposiciones, contestaciones a interrogatorios y admisiones 

ofrecidas, en unión a las declaraciones juradas y alguna otra evidencia si 

las hubiere, acreditan la inexistencia de una controversia real y sustancial 

respecto a algún hecho esencial y pertinente y, además, si el derecho 

aplicable así lo justifica”. González Santiago v. Baxter Healthcare, supra; 

Roldan Flores v. M. Cuebas, supra; Lugo Montalvo v. Sol Meliá Vacation, 194 

DPR 209, 225 (2015), SLG Zapata-Rivera v. J. F. Montalvo, 189 DPR 414, 

430 (2013).  A su vez se recomienda, en aquellos casos en que el tribunal 
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cuenta con la verdad de todos los hechos necesarios para poder resolver la 

controversia. Mejías v. Carrasquillo, 185 DPR 288, 299 (2012).  

Por el contrario, no es “aconsejable utilizar la moción de sentencia 

sumaria en casos en donde existe controversia sobre elementos subjetivos, 

de intención, propósitos mentales o negligencia, o cuando el factor 

credibilidad es esencial y está en disputa”. Ramos Pérez v. Univisión, 178 

DPR 219 (2010).3 Este mecanismo está disponible para la disposición de 

reclamaciones que contengan elementos subjetivos únicamente cuando no 

existan controversias de hechos esenciales y pertinentes. Rodríguez García 

v. Universidad Albizu, 200 DPR 929 (2018); Velázquez Ortiz v. Mun. de 

Humacao, 197 DPR 656, 661 (2017); Reyes Sánchez v. Eaton Electrical, 189 

DPR 586, 594-595 (2013); Const. José Carro v. Mun. Dorado, 186 DPR 113 

(2012); Ramos Pérez v. Univisión, supra, págs. 200-220; Abrams Rivera v. 

E.L.A. y otros, 178 DPR 914 (2010).  

Así, la sentencia sumaria “vela adecuadamente por el balance entre 

el derecho de todo litigante a tener su día en corte y la disposición justa 

rápida y económica de los litigios civiles”. Const. José Carro v. Mun. Dorado, 

supra, págs. 113-130; Mejías v. Carrasquillo, supra, pág. 300; Ramos Pérez 

v. Univisión, supra. Por lo tanto, el principio rector que debe guiar al juez de 

instancia en la determinación sobre si procede o no la sentencia sumaria es 

“el sabio discernimiento”, ya que si se utiliza de manera inadecuada puede 

prestarse para privar a un litigante de su día en corte, lo que sería una 

violación a su debido proceso de ley. Mun. de Añasco v. ASES et al., 188 DPR 

307, 327-328 (2013). Ello, pues la mera existencia de “una controversia de 

hecho es suficiente para derrotar una moción de sentencia sumaria… 

cuando causa en el tribunal una duda real y sustancial sobre algún hecho 

relevante y pertinente”. Pepsi-Cola v. Mun. Cidra et al., 186 DPR 713, 756 

(2012). Se considera un hecho esencial y pertinente, aquél que puede afectar 

 
3 Citando a Soto v. Hotel Caribe Hilton, 137 DPR 294 (1994).  

https://advance.lexis.com/search/?pdmfid=1000516&crid=0e637c70-80ec-44d8-93fa-b4ab4a4d642f&pdsearchterms=2018tspr148&pdstartin=hlct%3A1%3A1&pdtypeofsearch=searchboxclick&pdsearchtype=SearchBox&pdqttype=and&pdquerytemplateid=&ecomp=v5q1k&prid=ae0e0498-3a85-457b-b4ee-b597bd50ee0a
https://advance.lexis.com/search/?pdmfid=1000516&crid=0e637c70-80ec-44d8-93fa-b4ab4a4d642f&pdsearchterms=2018tspr148&pdstartin=hlct%3A1%3A1&pdtypeofsearch=searchboxclick&pdsearchtype=SearchBox&pdqttype=and&pdquerytemplateid=&ecomp=v5q1k&prid=ae0e0498-3a85-457b-b4ee-b597bd50ee0a
https://advance.lexis.com/search/?pdmfid=1000516&crid=0e637c70-80ec-44d8-93fa-b4ab4a4d642f&pdsearchterms=2018tspr148&pdstartin=hlct%3A1%3A1&pdtypeofsearch=searchboxclick&pdsearchtype=SearchBox&pdqttype=and&pdquerytemplateid=&ecomp=v5q1k&prid=ae0e0498-3a85-457b-b4ee-b597bd50ee0a
https://advance.lexis.com/search/?pdmfid=1000516&crid=0e637c70-80ec-44d8-93fa-b4ab4a4d642f&pdsearchterms=2018tspr148&pdstartin=hlct%3A1%3A1&pdtypeofsearch=searchboxclick&pdsearchtype=SearchBox&pdqttype=and&pdquerytemplateid=&ecomp=v5q1k&prid=ae0e0498-3a85-457b-b4ee-b597bd50ee0a
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el resultado de la reclamación acorde al derecho sustantivo 

aplicable. Ramos Pérez v. Univisión, supra, pág. 213.  

Por lo anterior, insistimos que es el análisis de la existencia o no de 

controversias esenciales y pertinentes lo que determina si procede dictar 

sentencia sumaria, pues, solo debe disponerse de un caso por la vía 

sumaria, si ello procede conforme al derecho sustantivo aplicable. Ortiz v. 

Holsum de P.R., Inc., 190 DPR 511, 525 (2014). En otras palabras, el 

tribunal procederá a dictar sentencia sumaria solo cuando esté claramente 

convencido que la vista evidenciaria es innecesaria”. Nissen Holland v. 

Genthaller, 172 DPR 503, 511 (2007). Reiteramos, que la duda para impedir 

que se dicte sentencia sumaria no puede ser cualquiera, sino debe ser de 

tal grado que “permita concluir que hay una controversia real y sustancial 

sobre hechos relevantes y pertinentes”. Ramos Pérez v. Univisión, supra, 

págs. 213-214.  

Por otra parte, es esencial reconocer que la Regla 36 de las de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R.36, establece de manera específica 

los requisitos de forma que debe cumplir la parte que promueve la moción 

de sentencia sumaria, así como la parte que se opone a ella. En lo 

pertinente, la parte promovente debe exponer un listado de hechos no 

controvertidos, desglosándolos en párrafos debidamente numerados y, para 

cada uno de ellos, especificar la página o el párrafo de la declaración jurada 

u otra prueba admisible que lo apoya. A su vez, la parte que se opone a la 

moción de sentencia sumaria está obligada a citar específicamente los 

párrafos según enumerados por el promovente que entiende están en 

controversia y, para cada uno de los que pretende controvertir, detallar la 

evidencia admisible que sostiene su impugnación con cita a la página o 

sección pertinente. Meléndez González, et al. v. M. Cuebas, 193 DPR 100 

(2015); SLG Zapata Rivera, v. J.F. Montalvo, supra. La parte que se opone no 

puede descansar exclusivamente en sus alegaciones ni tomar una actitud 

pasiva. Toro Avilés v. P.R. Telephone Co., 117 DPR 369 (2009). Por el 
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contrario, tiene que controvertir la prueba presentada por la parte 

solicitante, a fin de demostrar que sí existe controversia real sustancial 

sobre los hechos materiales del caso en cuestión. González Aristud v. Hosp. 

Pavía, 168 DPR 127 (2006).  

Es conocido, “[c]omo regla general, para derrotar [o sostener] una 

solicitud de sentencia sumaria que la parte opositora debe presentar 

contradeclaraciones juradas y contradocumentos que pongan en 

controversia los hechos presentados por el promovente”. Ramos Pérez v. 

Univisión P.R., Inc., supra, pág. 215. Específicamente, la Regla 36.5 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R.36.5, establece que: “[l]as 

declaraciones juradas para sostener u oponerse a la moción se basarán en 

el conocimiento personal del (de la) declarante. Contendrán aquellos hechos 

que serían admisibles en evidencia y demostrarán afirmativamente que el(la) 

declarante está cualificado(a) para testificar en cuanto a su contenido”.  32 

LPRA Ap. V, R.36.5; Roldan Flores v. M. Cuebas, supra, págs. 677-678. Con 

respecto a la interpretación de la anterior Regla, el Tribunal Supremo ha 

resuelto que “las declaraciones juradas que contienen solo conclusiones, sin 

hechos específicos que las apoyen, no tienen valor probatorio, siendo, por 

lo tanto, insuficientes para demostrar la existencia de lo que allí se 

concluye”. Íd.; Ramos Pérez v. Univisión P.R., Inc., supra,  pág. 216. Más allá 

de contener hechos específicos sobre los aspectos sustantivos del caso, la 

declaración debe incluir “hechos que establezcan que el declarante tiene 

conocimiento personal del asunto declarado”. Roldán Flores v. Cuebas, 

supra.  

Nuestro más alto foro ha manifestado que “a menos que las 

alegaciones contenidas en la moción de sentencia sumaria queden 

debidamente controvertidas, éstas podrían ser admitidas y, de proceder en 

derecho su reclamo, podría dictarse sentencia sumaria a favor de quien 

promueve”. Meléndez González, et al. v. M. Cuebas, supra, pág. 137. Sin 

embargo, “toda inferencia razonable que se realice a base de los hechos y 

https://advance.lexis.com/search/?pdmfid=1000516&crid=8729808b-d9d1-423a-b25e-ac5c3d428124&pdsearchterms=199dpr664&pdstartin=hlct%3A1%3A1&pdtypeofsearch=searchboxclick&pdsearchtype=SearchBox&pdqttype=or&pdquerytemplateid=&ecomp=v5q1k&prid=727af6c2-a317-481d-8b47-2c503db63a52
https://advance.lexis.com/search/?pdmfid=1000516&crid=8729808b-d9d1-423a-b25e-ac5c3d428124&pdsearchterms=199dpr664&pdstartin=hlct%3A1%3A1&pdtypeofsearch=searchboxclick&pdsearchtype=SearchBox&pdqttype=or&pdquerytemplateid=&ecomp=v5q1k&prid=727af6c2-a317-481d-8b47-2c503db63a52
https://advance.lexis.com/search/?pdmfid=1000516&crid=8729808b-d9d1-423a-b25e-ac5c3d428124&pdsearchterms=199dpr664&pdstartin=hlct%3A1%3A1&pdtypeofsearch=searchboxclick&pdsearchtype=SearchBox&pdqttype=or&pdquerytemplateid=&ecomp=v5q1k&prid=727af6c2-a317-481d-8b47-2c503db63a52
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documentos presentados, en apoyo y en oposición a la solicitud de que se 

dicte sentencia sumariamente, debe tomarse desde el punto de vista más 

favorable al que se opone a la misma”. E.L.A. v. Cole, 164 DPR 608, 626 

(2005). 

B. Función revisora del foro apelativo con respecto a la sentencia 

sumaria dictada por el foro primario 
 

En el caso de revisar sentencias del Tribunal de Primera Instancia 

dictadas mediante el mecanismo de sentencias sumarias o resolución que 

deniega su aplicación, nuestro Tribunal de Apelaciones se encuentra en la 

misma posición que el tribunal inferior para evaluar su procedencia. 

Meléndez González et al. v. M. Cuebas, supra.  Los criterios a seguir por este 

foro intermedio al atender la revisión de una sentencia sumaria dictada por 

el foro primario han sido enumerados con exactitud por nuestro Tribunal 

Supremo. Roldán Flores v. Cuebas, supra; Meléndez González et al. v. M. 

Cuebas, supra. A tenor, el Tribunal de Apelaciones debe:  

1) examinar de novo el expediente y aplicar los criterios que la Regla 36 
de Procedimiento Civil, supra, y la jurisprudencia le exigen al foro 
primario;  
 

2) revisar que tanto la moción de sentencia sumaria como su oposición 
cumplan con los requisitos de forma codificados en la referida             
Regla 36, supra;  
 

3) revisar si en realidad existen hechos materiales en controversia y, de 
haberlos, cumplir con la exigencia de la Regla 36.4 de Procedimiento 
Civil, 32 LPRA Ap. V, de exponer concretamente cuáles hechos 
materiales encontró que están en controversia y cuáles están 
incontrovertidos;  
 

4) y de encontrar que los hechos materiales realmente están 
incontrovertidos, debe proceder a revisar de novo si el Tribunal de 

Primera Instancia aplicó correctamente el Derecho a la controversia.  

Además, al revisar la determinación del TPI respecto a una sentencia 

sumaria, estamos limitados de dos maneras; (1) solo podemos considerar 

los documentos que se presentaron ante el foro de primera instancia,            

(2) solo podemos determinar si existe o no alguna controversia genuina de 

hechos materiales y esenciales, y si el derecho se aplicó de forma correcta. 

Meléndez González, et al. v. M. Cuebas, supra. El primer punto se enfoca en 

que las partes que recurren a un foro apelativo no pueden litigar asuntos 
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que no fueron traídos a la atención del foro de instancia. Mientras que el 

segundo limita la facultad del foro apelativo a revisar si en el caso ante su 

consideración existen controversias reales en cuanto a los hechos 

materiales, pero no puede adjudicarlos. Id. en la pág. 115. También, se ha 

aclarado que al foro apelativo le es vedado adjudicar los hechos materiales 

esenciales en disputa, porque dicha tarea le corresponde al foro de primera 

instancia. Vera v. Bravo, 161 DPR 308, 335 (2004). 

C. Enmienda a la demanda 

a. 

La Regla 13.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V R. 13.1,4 

establece el trámite procesal para enmendar las alegaciones. En este 

sentido, la aludida Regla dispone lo que sigue: 

Cualquier parte podrá enmendar sus alegaciones en cualquier 
momento antes de habérsele notificado una alegación responsiva, o 
si su alegación es de las que no admiten alegación responsiva y el 
pleito no ha sido señalado para juicio, podrá de igual modo 
enmendarla en cualquier fecha dentro de los veinte (20) días de haber 
notificado su alegación. En cualquier otro caso, las partes podrán 
enmendar su alegación únicamente con el permiso del tribunal o 
mediante el consentimiento por escrito de la parte contraria; y el 
permiso se concederá liberalmente cuando la justicia así lo requiera.  
La solicitud de autorización para enmendar las alegaciones deberá 
estar acompañada de la alegación enmendada en su totalidad.  Una 
parte notificará su contestación a una alegación enmendada dentro 
del tiempo que le reste para contestar la alegación original o dentro 
de veinte (20) días de haberle sido notificada la alegación enmendada, 
cualquiera de estos plazos que sea más largo, a menos que el tribunal 
de otro modo lo ordene.   

 

Cónsono con esta disposición, una vez que las partes han 

intercambiado alegaciones, solamente podrán enmendarlas con el 

consentimiento escrito de la parte contraria o con el permiso del 

tribunal.  Ahora bien, la facultad para conceder permiso para enmendar las 

alegaciones debe ejercerse liberalmente.  Colón Rivera v. Wyeth Pharm., 184 

DPR 184, 198 (2012), citando a S.L.G. Font Bardón v. Mini-Warehouse, 179 

 
4 La actual Regla 13.1 de Procedimiento Civil, supra, mantuvo el carácter liberal para 

conceder enmiendas a las alegaciones de la derogada Regla 13.1 de Procedimiento Civil de 

1979, 32 LPRA Ap. III R. 13.1. En consecuencia, citamos la jurisprudencia aplicable a la 

Regla 13.1 de Procedimiento Civil de 1979, supra. 
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DPR 322, 334 (2010); Cruz Cora v. UCB/Trans Union P.R. Div., 137 DPR 917, 

922 (1995).  

A su vez, existe una clara política judicial de que los casos se ventilen 

en sus méritos. Colón Rivera v. Wyeth Pharm., supra; S.L.G. Sierra v. 

Rodríguez, 163 DPR 738, 745 (2005); Rivera et al. v. Superior Pkg., Inc. et al., 

132 DPR 115, 124 (1992).  En atención a esta política judicial es que las 

Reglas de Procedimiento Civil favorecen la autorización de las enmiendas a 

las alegaciones.  Colón Rivera v. Wyeth Pharm., supra.  Por consiguiente, los 

tribunales poseen amplia facultad discrecional para permitir enmiendas a 

una demanda, aun en etapas avanzadas del procedimiento. Íd.; véase, 

además, Pérez Cruz v. Hosp. La Concepción, 115 DPR 721, 737 (1984).  

Únicamente ante un perjuicio manifiesto a la parte contraria o un claro 

abuso de discreción al autorizar la enmienda procede la revocación de la 

determinación de un juez.  Colón Rivera v. Wyeth Pharm., supra, citando a 

S.L.G. Font Bardón v. Mini-Warehouse, supra, y a Neca Mortg. Corp. v. A&W 

Dev. S.E., 137 DPR 860, 868 (1995).  

No obstante, a pesar de que las Reglas de Procedimiento Civil 

favorecen un enfoque liberal para autorizar enmiendas a las alegaciones, 

esta liberalidad no es infinita.  Colón Rivera v. Wyeth Pharm., supra, pág. 

199, citando a S.L.G. Font Bardón v. Mini-Warehouse, supra; Romero v. 

S.L.G. Reyes, 164 DPR 721, 730 (2005); Epifanio Vidal, Inc. v. Suro, 103 DPR 

793, 796 (1976).  El ámbito de discreción de los tribunales queda sujeto al 

análisis dinámico y en conjunto, de cuatro (4) criterios establecidos por el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico: “(1) el impacto del tiempo transcurrido 

previo a la enmienda, (2) la razón de la demora, (3) el perjuicio a la otra 

parte, y (4) la procedencia de la enmienda solicitada”.  Colón Rivera v. Wyeth 

Pharm., supra, citando a S.L.G. Sierra v. Rodríguez, supra, pág. 748; véase, 

además, SLG Font Bardón v. Mini-Warehouse, supra.  De los cuatro (4) 

elementos antes mencionados, en Colón Rivera v. Wyeth Pharm., supra, el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico insistió que “[e]l factor que resulta de 
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mayor relevancia al momento de evaluar una solicitud de autorización para 

enmendar las alegaciones es el perjuicio que puede causarse a la parte 

contraria”.  S.L.G. Font Bardón v. Mini-Warehouse, supra.   

En atención a los criterios utilizados por las cortes federales para 

ponderar qué constituye perjuicio indebido al momento de conceder 

enmiendas a las alegaciones bajo la Regla 15 de Procedimiento Civil Federal, 

28 USCA R. 15, el Tribunal Supremo de Puerto Rico resolvió que “ocurre 

perjuicio indebido cuando la enmienda: (1) cambia sustancialmente la 

naturaleza y alcance del caso, convirtiendo la controversia inicial en 

tangencial, o (2) obliga a la parte contraria a incurrir en nuevos gastos, 

alterar su estrategia en el litigio o comenzar nuevo descubrimiento de 

prueba”.  Colón Rivera v. Wyeth Pharm., supra, pág. 204.  De otra parte, se 

entiende que un mero cambio de teoría en las alegaciones no constituye 

perjuicio indebido.  S.L.G. Font Bardón v. Mini-Warehouse, supra, pág. 336.  

Tampoco lo es, por sí solo, el tiempo transcurrido entre la presentación de 

la alegación original y su propuesta enmienda.  S.L.G. Sierra v. Rodríguez, 

supra, pág. 749.   

b. 

 En León Torres v. Rivera Lebrón, 204 DPR 20 (2020), nuestro Tribunal 

Supremo atendió expresamente la controversia sobre si la parte 

demandante puede solicitar una enmienda a la demanda a través de la 

moción en oposición a sentencia sumaria. Al contestar en la negativa, 

el alto foro afirmó que: en la esfera federal, tanto a nivel de los tribunales de 

apelaciones como de distrito, existe abundante casuística a los efectos de que 

una moción en oposición a una solicitud de sentencia sumaria sometida según 

la Regla 56 de Procedimiento Civil federal, similar a la Regla 36 nuestra, no 

es el vehículo apropiado para presentar reclamaciones nuevas, nunca 

antes aducidas en las alegaciones que constan ante el tribunal. 

Haciéndose eco de las manifestaciones plasmadas en Flintlock Const. v. Well-

Come Holdings, 710 F.3d 1221 (11mo Cir. 2013), la máxima curia advirtió 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2029935418&pubNum=0000506&originatingDoc=I2150767b8e2011eb983afb2e350587c7&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2029935418&pubNum=0000506&originatingDoc=I2150767b8e2011eb983afb2e350587c7&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)
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que un demandante no podía valerse de los argumentos reseñados en su 

memorando de derecho para enmendar sus alegaciones, ya fuese para 

apoyar su propia solicitud de sentencia sumaria o como oposición a 

una solicitud de sentencia sumaria sometida por otra parte en el litigio. 

En el caso federal antes citado también se desaprobó la práctica de los foros 

primarios de tomar en consideración reclamaciones y defensas expuestas 

en los memorandos relacionados con solicitudes de sentencia sumaria, aun 

cuando estas no surgían de las demandas o de las contestaciones a la 

demanda que constaban en el expediente judicial. León Torres v. Rivera 

Lebrón, supra. 

Continuó nuestro Tribunal Supremo abordando la misma 

controversia, mediante la citación de Georgiacarry Org., Inc. v. Georgia, 687 

F.3d 1244 (11mo Cir. 2012), en la cual dicho tribunal no permitió a los 

demandantes incluir hechos adicionales en su solicitud de sentencia 

sumaria con el fin de corregir ciertas deficiencias críticas en las 

reclamaciones consignadas en su demanda enmendada. Así, el foro aludido 

dictaminó que no pueden enmendarse las alegaciones sometidas en un caso 

a través de aseveraciones y argumentos planteados por vez primera durante 

el trámite asociado a una solicitud de sentencia sumaria. León Torres v. 

Rivera Lebrón, supra. 

Cónsono con lo anterior, ahora citando a Miccosukee Tribe of Indians 

of Florida v. U.S., supra, el Tribunal Supremo aprobó la conclusión de que, 

al disponer de una solicitud de sentencia sumaria, los tribunales no pueden 

desentenderse de las reclamaciones conforme éstas aparecen redactadas en 

la demanda y actuar como si un demandante tuviese la potestad de 

enmendar o suplementar sus alegaciones a través de las aseveraciones y los 

argumentos sometidos en oposición a una moción de sentencia sumaria. 

Reiteró, además, que una vez un demandante se enfrenta a una solicitud 

de sentencia sumaria, el procedimiento correcto para añadir 

reclamaciones al litigio es a través de una enmienda a la demanda. 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2028246919&pubNum=0000506&originatingDoc=I2150767b8e2011eb983afb2e350587c7&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2028246919&pubNum=0000506&originatingDoc=I2150767b8e2011eb983afb2e350587c7&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)
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(Énfasis y subrayado provistos). Véase Hurlbert v. St. Mary's Health Care 

System, Inc., 439 F.3d 1286 (11mo Cir. 2006), según citado en León Torres 

v. Rivera Lebrón, supra. 

La anterior premisa está asentada en el principio de notificación 

adecuada que reviste las alegaciones. Según señalamos anteriormente, las 

aseveraciones formuladas en una demanda juegan un papel fundamental en 

el trámite judicial. Éstas van atadas inexorablemente al debido proceso de 

ley mediante el cual un demandado tiene derecho a conocer las alegaciones 

en su contra para poder preparar una defensa apropiada en el proceso 

judicial que afronta. Un demandante no puede presentar evidencia que 

exceda las alegaciones en la demanda con el propósito de evitar que se dicte 

sentencia sumaria en su contra. En su lugar, es menester que se le solicite 

permiso al tribunal para enmendar la demanda con el propósito de incluir las 

reclamaciones nuevas y de este modo brindarle a la parte adversa una 

notificación apropiada sobre las causas de acción que figuran en su contra. 

León Torres v. Rivera Lebrón, supra. 

En definitiva, conforme a la doctrina esbozada en la casuística federal, 

nuestro Tribunal Supremo manifestó que le está vedado a la parte 

demandante cualquier intento de incorporar reclamaciones nuevas o 

corregir deficiencias en su demanda una vez se ha sometido una 

solicitud de sentencia sumaria en el caso. Así, el procedimiento 

adecuado en estas circunstancias es solicitar la anuencia del tribunal 

para enmendar las alegaciones. León Torres v. Rivera Lebrón, supra. 

Por lo tanto, la parte que se opone a una solicitud de sentencia 

sumaria no puede traer en su oposición, de manera colateral, defensas o 

reclamaciones nuevas ajenas a los hechos consignados en sus alegaciones, 

según consten en el expediente del tribunal al momento en que se sometió 

la moción dispositiva en cuestión. El vehículo procesal adecuado en estos 

casos es solicitar la autorización del tribunal para enmendar las 

alegaciones correspondientes y que sea el foro judicial quien resuelva 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2008448219&pubNum=0000506&originatingDoc=I2150767b8e2011eb983afb2e350587c7&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2008448219&pubNum=0000506&originatingDoc=I2150767b8e2011eb983afb2e350587c7&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)
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si la petición se ajusta o no a los parámetros dispuestos en la Regla 13. 

Así pues, un demandante que se confronta con la solicitud de sentencia 

sumaria de su oponente y se percata de omisiones graves en su 

demanda no puede valerse del mecanismo de oposición a la sentencia 

sumaria para corregirlas. León Torres v. Rivera Lebrón, supra. 

c. 

 Como es sabido, las obligaciones que nacen de la culpa o la negligencia se 

rigen por lo dispuesto en el Artículo 1802 del Código Civil, 31 LPRA sec. 51415, el 

cual establece que quien “por acción u omisión causa daño a otro, interviniendo 

culpa o negligencia, está obligado a reparar el daño causado”.  

A su vez, el Artículo 1868 de nuestro Código Civil, 31 LPRA sec. 5298, 

dispone que las acciones para exigir responsabilidad civil por las 

obligaciones extracontractuales derivadas de la culpa o negligencia 

prescriben por el transcurso de un año desde que lo supo el agraviado. 

La prescripción es una institución de derecho sustantivo, no procesal, 

que constituye una de las formas de extinción de las obligaciones. Galib 

Frangie v. El Vocero, 138 DPR 560, 566-567 (1995); Westerbank v. 

Registradora, 172 DPR 71, 86 (2007). Dicho de otro modo, la prescripción 

es una de las formas mediante las cuales una obligación pierde su vigencia. 

Íd.  

“[E]l propósito de la prescripción es fomentar el pronto reclamo de los 

derechos a la misma vez que se procura la tranquilidad del obligado frente 

a la eterna pendencia de una acción civil en su contra [y se elimina] la 

incertidumbre de las relaciones jurídicas…” Umpierre Biascoechea v. Banco 

Popular de Puerto Rico, 170 DPR 205, 212-213, (2007); Westerbank v. 

Registradora, supra, pág. 87.  

Sobre el momento en que comienza a decursar el término de 

prescripción para ejercer una acción personal, el Artículo 1869 del Código 

 
5 El Código Civil de Puerto Rico de 1930 fue derogado por el Código Civil de Puerto Rico de 
2020 aprobado mediante la Ley Núm. 55 de 1 de junio de 2020. Para fines de la presente, 

se hace referencia únicamente al Código Civil derogado por ser la ley vigente y aplicable a 

la controversia que nos ocupa.  
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Civil, 31 LPRA sec. 5299, dispone lo siguiente: “[e]l tiempo para la 

prescripción de toda clase de acciones, cuando no haya disposición especial 

que otra cosa determine, se contará desde el día en que pudieron 

ejercitarse”. Ojeda v. El Vocero de P.R., 137 DPR 315, 324 (1997).  

Cónsono con lo anterior, el Artículo 1869 del Código Civil, supra, 

“establece que el plazo hábil para el ejercicio de toda clase de acciones 

comienza a contar desde que éstas puedan ejercitarse. Así pues, al 

interpretarse conjuntamente las disposiciones de los Artículos 1802, 1868 

y 1869 del Código Civil, supra, surge que el término durante el cual puede 

ejercitarse toda acción de daños y perjuicios comienza a partir del momento 

cuando el perjudicado conoce sobre del daño que ha sufrido. Nuestro 

ordenamiento acoge así la doctrina cognoscitiva del daño”. Ojeda v. El 

Vocero de P.R., supra, pág. 324.  

Además, para que comience a correr el término prescriptivo no es 

suficiente que el perjudicado sepa que ha sufrido un daño, sino que es 

necesario, también, que conozca quién es el causante del daño para poder 

dirigir su demanda contra él. Ojeda v. El Vocero de P.R., supra, pág. 325. En 

Puerto Rico, por lo tanto, el derecho aplicable y vigente es que el plazo 

prescriptivo para el ejercicio de las acciones de daños y perjuicios no 

comienza en el instante cuando se produce la acción u omisión culposa o 

negligente, sino en el momento en que el perjudicado conoce que ha sufrido 

un daño, y sepa, además, quién es el responsable. Íd. 

En resumen, de acuerdo con la teoría cognoscitiva del daño, este 

término prescriptivo comienza a transcurrir cuando el reclamante conoció, 

o debió conocer que sufrió un daño, quién se lo causó y los elementos 

necesarios para poder ejercitar efectivamente su causa de acción. Toro 

Rivera v. ELA, 194 DPR 393, 416 (2015); COSSEC et al. v. González López et 

al., 179 DPR 793, 806 (2010); Santiago v. Ríos Alonso, 156 DPR 181, 189 

(2002). 
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Ahora bien, si el desconocimiento que impide ejercer la acción se debe 

a la falta de diligencia del reclamante, entonces no son aplicables estas 

consideraciones liberales sobre la prescripción. Fraguada Bonilla v. Hosp. 

Auxilio Mutuo, 186 DPR 365, 374 (2012); COSSEC et al. v. González López et 

al., supra, págs. 806-807; Padín v. Cía. Fom. Ind., 150 DPR 403, 411 (2000); 

Vega v. J. Pérez & Cía., Inc., 135 DPR 746, 755 (1994). 

Los términos prescriptivos, sin embargo, están sujetos a interrupción. 

El Artículo 1873 del Código Civil, 31 LPRA sec. 5303, dispone que “[l]a 

prescripción de las acciones se interrumpe por su ejercicio ante los 

tribunales, por reclamación extrajudicial del acreedor y por cualquier acto 

de reconocimiento de la deuda por el deudor”. Los actos de interrupción 

representan la manifestación inequívoca de quien, amenazado con la 

pérdida de su derecho, expresa su voluntad de no perderlo. Sánchez v. Aut. 

de los Puertos, 153 DPR 559, 568 (2001). 

El efecto principal de la interrupción es que el plazo de prescripción 

debe volver a computarse por entero desde el momento en que se produce 

el acto que interrumpe. García O'Neill v. ELA, 190 DPR 799, 815 (2014); 

Pereira Suárez v. Jta. Dir. Cond., 182 DPR 485, 527 (2011). 

 Por último, nuestro Tribunal Supremo ha manifestado que, en el 

contexto de los contratos de seguro, el término prescriptivo para presentar 

una causa de acción contra un asegurador, conforme al Código de Seguros, 

también es de un (1) año. Menéndez Lebrón v. Rodríguez Casiano, 203 DPR 

885 (2020); Ruiz Millán v. Maryland Cas. Co., 101 DPR 249 (1973).  

III.  Aplicación del Derecho a los Hechos 

a. 

Al enfrentarnos a la revisión de una sentencia sumaria nos incumbe 

primero verificar si subsisten controversias medulares de hechos, en cuyo 

caso correspondería ordenar que sean dilucidadas a través de la celebración 

del juicio en su fondo, o, de no existir controversias de hecho, examinar si 

el foro apelado aplicó de manera acertada el derecho que corresponda. El 
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caso ante nuestra consideración ubica en la segunda de las circunstancias 

descritas, es decir, no existen controversias de hechos que dilucidar, en 

tanto la propia parte apelante, mediante su moción en oposición a sentencia 

sumaria, así lo afirmó.6 Por tanto, solo nos compete atender los 

señalamientos sobre asuntos de derecho. 

 La apelante aduce que incidió el TPI al no autorizar la enmienda a la 

demanda que solicitó para incluir en las alegaciones la causa de acción que 

surgía de los eventos del 8 de octubre de 2017, y al concluir que esta estaba 

prescrita. Arguye que dicho evento fue incluido en la Solicitud de 

Reclamación que presentó a la Aseguradora, junto a los daños sufridos en 

la propiedad asegurada a causa del paso del huracán María. Además, 

asevera que en la deposición que la Aseguradora le tomó a la propia 

apelante, y a su perito, tuvo oportunidad de hacer las preguntas pertinentes 

a los hechos del 8 de octubre de 2017. No coincidimos. 

 Varios asuntos nos quedan claros del examen de las respectivas 

mociones sobre sentencia sumaria que presentaran las partes y del 

expediente ante nuestra consideración. En primer lugar, sencillamente, en 

la demanda presentada por la apelante contra la Aseguradora no se incluyó 

alegación alguna correspondiente al incidente que aduce ocurrió el 8 

de octubre de 2017. Las alegaciones incluidas en la referida demanda solo 

dan cuentas de los daños sufridos en la propiedad de la apelante 

relacionados al paso del huracán María, nada más.  

 También, resulta diáfano que la apelante no presentó a la atención 

del foro apelado una moción para enmendar la demanda, en 

cumplimiento con los requerimientos de la Regla 13.1 de Procedimiento 

Civil, supra. Partiendo del hecho irrebatible de que, para la presentación de 

una moción de enmienda, en este caso la apelante tenía que contar con la 

autorización previa del tribunal (en tanto no acontecían ningunas de las 

 
6 Ap. XII del escrito de apelación, pág. 83. 
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circunstancias que hubiese permitido la enmienda sin autorización del foro 

primario), dicha parte venía obligada a cumplir con el requisito de que, la 

solicitud de autorización para enmendar las alegaciones deberá estar 

acompañada de la alegación enmendada en su totalidad.7 Reiteramos, el foro 

apelado nunca tuvo ante sí una petición de enmienda a la demanda bajo 

los términos que precisa la Regla 13.1, supra, por lo que ni siquiera cabe 

aquí esgrimir la liberalidad que la jurisprudencia exige al foro primario al 

evaluar conceder una petición de enmienda a demanda, ni examinar las 

circunstancias que la posibilitan.8 

 Lo único que tuvo ante su consideración el tribunal a quo al 

considerar una posible enmienda a la demanda aludida fue la expresión 

escrita que la apelante incluyó en su moción en oposición a sentencia 

sumaria a los efectos de que:   

[s]obre el segundo argumento de la Parte Demandada que el segundo 
incidente el 8 de octubre 2017 no fue incluido en la demanda, el 
mismo no tiene mérito porque la demanda pide por todos los daños a 
la propiedad y el estimado incluye todos los daños. La Parte 
Demandante también le notifico (sic) inmediatamente a la Parte 
Demandada del incidente así que no es sorpresa para la Parte 
Demandada en esta litigación. La Parte Demandada también hizo 
todas las preguntas sobre este segundo incidente durante la 
deposición a la Parte Demandante y, con el permiso de la corte, se 
puede enmendar la demanda para incluir los daños causados por el 
8 de octubre de 2017. 

 

Sin embargo, tal cual elaboramos en la exposición de Derecho, 

nuestro Tribunal Supremo se expresó de manera reciente, sin ambages, 

sobre la posibilidad de tratar de enmendar una demanda a través de la 

moción en oposición de sentencia sumaria, concluyendo que no está 

permitido. En específico, el alto foro zanjó que le está vedado a la parte 

demandante cualquier intento de incorporar reclamaciones nuevas o 

corregir deficiencias en su demanda una vez se ha sometido una 

solicitud de sentencia sumaria en el caso. Así, el procedimiento 

 
7 Regla 13.1 de Procedimiento Civil, supra. 
8 Tal como hiciéramos referencia en la exposición de derecho, el ámbito de discreción de 
los tribunales queda sujeto al análisis dinámico y en conjunto de cuatro (4) criterios 

establecidos por el Tribunal Supremo de Puerto Rico: 1) el impacto del tiempo transcurrido 

previo a la enmienda, (2) la razón de la demora, (3) el perjuicio a la otra parte, y (4) la 

procedencia de la enmienda solicitada.  Colón Rivera v. Wyeth Pharm., supra. 
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adecuado en estas circunstancias es solicitar la anuencia del 

tribunal para enmendar las alegaciones. (Énfasis provisto). León Torres 

v. Rivera Lebrón, supra. Añadió el mismo foro que; el vehículo procesal 

adecuado en estos casos es solicitar la autorización del tribunal para 

enmendar las alegaciones correspondientes y que sea el foro judicial 

quien resuelva si la petición se ajusta o no a los parámetros 

dispuestos en la Regla 13. Así pues, un demandante que se confronta 

con la solicitud de sentencia sumaria de su oponente y se percata de 

omisiones graves en su demanda no puede valerse del mecanismo de 

oposición a la sentencia sumaria para corregirlas. (Énfasis y subrayado 

provistos). Íd. 

Por tanto, determinamos que el TPI cumplió con el precedente 

establecido en León Torres v. Rivera Lebrón, supra, al no admitir la 

propuesta de la apelante para que se enmendara la demanda a través de lo 

solicitado en la moción en oposición a sentencia sumaria, con el fin de 

incorporar una alegación referente a los sucesos del 8 de octubre de 2017. 

Cabe añadir que, según surge del contenido del Informe de conferencia 

con antelación al juicio presentado por las partes9, los sucesos del 20 de 

septiembre de 2017 y los del 8 de octubre de la misma fecha, resultan 

claramente distinguibles, y, en consecuencia, requerían ser precisados a 

través de las debidas alegaciones en la demanda. Es decir, no cabía concluir 

que la situación descrita en la segunda fecha estaba subsumida dentro de 

la narrada en la primera fecha, por lo que se justificara que pudiera tratarse 

como una sola ocurrencia. Visto que, por una parte, los eventos aludidos 

acontecieron en fechas distantes, por la otra, las inundaciones acontecidas 

el 20 de septiembre fueron atribuibles al paso del huracán María, mientras 

las del 8 de octubre tuvieron como causa que el río Puerto Nuevo salió de 

su cauce, lo que supone la ocurrencia de daños distintos. En este sentido, 

 
9 Escrito de apelación, págs. 3 y 4. 
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el que la apelante hubiese presentado ante la Aseguradora una reclamación 

sobre tales sucesos en conjunto, no suponía que fueran los mismos 

acontecimientos, muy por el contrario, ambos hubiesen requerido de la 

presentación de prueba distinta para tratar de establecer lo alegado. A esto 

se añade que, en la deposición tomada a la propia apelante, la Aseguradora 

logró establecer de manera efectiva la diferencia entre un suceso y el otro.10    

b. 

 Por último, es de notar que, a pesar de que en su recurso de apelación 

la apelante dedicó toda su argumentación a discutir el asunto referente a la 

enmienda a la demanda, (ya dilucidado en el acápite que precede), lo cierto 

es que la Sentencia Parcial apelada, en su parte dispositiva, identificó la 

prescripción como razón para la desestimación que la causa de acción sobre 

los alegados hechos ocurridos el 8 de octubre de 2017. Visto el expediente 

completo ante nuestra consideración, (lo que incluye las mociones de 

sentencia sumaria y su oposición), coincidimos con el foro primario en su 

determinación de que la referida causa de acción se encuentra prescrita.  

 No hay controversia de que la apelante conoció, o debió conocer, del 

daño ocasionado a la propiedad por las inundaciones ocurridas el 8 de 

octubre de 2017 en esa misma fecha, lo que marcó el inicio del periodo 

prescriptivo de un año para presentar una demanda, o para interrumpir el 

término de forma extrajudicial. Según lo hechos medulares no 

controvertidos propuestos en la solicitud de sentencia sumaria, y acogidos 

como tales por la apelante, el 16 de enero de 2018 esta última suscribió un 

documento titulado Solicitud de Reclamación, que presentó a la 

Aseguradora, expresando, en lo pertinente, lo siguiente: [p]osterior al 

huracán, 8 de octubre de 2017, ocurrió una segunda inundación donde el río 

Puerto Nuevo se salió de su cauce afectando nuevamente las tuberías. Si, 

para fines in arguendo, tomáramos tal reclamación como una con efecto de 

 
10 Ver apéndices 5 y 6 del escrito de apelación, págs. 71-74. 
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interrupción extrajudicial, entonces el término prescriptivo de un año 

iniciaría en dicha fecha. Así, desde el 16 de enero de 2018 la apelante 

disponía de un año para presentar demanda contra la Aseguradora por los 

hechos ocurridos el 8 de octubre de 2017. Sin embargo, luego de haber 

presentado la Solicitud de Reclamación, la apelante no instó la demanda 

dentro del término de un año, ni tampoco llevó a cabo manifestaciones 

inequívocas posteriores que sirvieran para provocar una interrupción 

extrajudicial de dicha causa de acción. Así, habiendo pasado, con creces, 

más de un año desde la última interrupción del término prescriptivo que 

pesaba sobre la causa de acción a raíz del suceso de 8 de octubre de 2017, 

sin haberse presentado la demanda por tales hechos, la única conclusión 

posible es que se encuentra prescrita.         

IV.  Parte Dispositiva 

Por los fundamentos que anteceden, se confirma la Sentencia Parcial 

apelada. 

Lo pronunció y manda el Tribunal y lo certifica su Secretaria. 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


